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P R E S E N TA C I Ó N

Esta publicación contiene un resumen del documento «Pla-
neamiento nacional, departamental y municipal en Bolivia», ela-
borado por Vladimir Ameller Carrillo, que apareció íntegramente
en la edición número 26 de la serie Cuadernos Descentralistas.

El trabajo es parte del estudio comparativo sobre procesos y
mecanismos de planeamiento en la región andina, que lleva a
cabo el Grupo Propuesta Ciudadana y que incluye investigacio-
nes paralelas en Ecuador, Colombia y Perú.

Las similitudes sociales, culturales y políticas de los países an-
dinos nos permiten identificar problemas comparables a los
nuestros y obtener lecciones que se traduzcan en políticas para
avanzar en la reconstrucción del sistema de planificación como
eje central de la gestión pública nacional. El proceso está dando
sus primeros pasos en el Perú y enfrenta la abierta resistencia de
sectores que siguen considerando que el Estado debe tener un
rol marginal en lo económico, lo social y lo cultural.

Los escritos abordan temas fundamentales para la agenda sobre
planificación nacional, regional y local: el ordenamiento territo-
rial, la participación ciudadana, el planeamiento estratégico, la
articulación entre planeamiento y presupuesto, la transparencia
y la vigilancia. El análisis en los tres niveles de gobierno es im-
portante en el marco del proceso de descentralización de nues-
tro país.

Los estudios han contado con el apoyo de Revenue Watch Insti-
tute (RWI), Local Government and Public Service Reform Initia-
tive (LGI) y Evangelischer Entwicklungsdienst (EED). Asimis-
mo ha sido un trabajo coordinado con la Red de Municipalida-
des (Remurpe).

El documento resumen que presentamos incluye aspectos sig-
nificativos del planeamiento en Bolivia, así como una mirada
rápida a los casos de La Paz y Tarija. Con esta publicación que-
remos facilitar información y análisis a diversos actores socia-
les, agentes económicos, autoridades y políticos sobre un tema
que consideramos trascendente, a fin de motivarlos a trabajar
para que la planificación se convierta en un instrumento decisi-
vo del desarrollo nacional.

Lima, agosto de 2011

Grupo Propuesta Ciudadana
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C A P Í T U LO  1

ESCENARIO RECIENTE DE BOLIVIA

1. PRINCIPALES ASPECTOS DEL
CONTEXTO BOLIVIANO

Desde fines de la década de 1980, Bolivia
vivió un proceso de estabilización económi-
ca y de reformas estructurales orientadas a
reducir la regulación estatal sobre la econo-
mía, privatizar gran parte de las empresas
públicas y favorecer la inversión privada
como principal motor del crecimiento. En
esta etapa se dictaron también normas signi-
ficativas que marcaron el inicio del modelo
boliviano de descentralización con base en los
municipios y en la reconfiguración de la re-
lación Estado-sociedad civil.

competencias. Además, incorporó a la socie-
dad civil organizada en la gestión de las po-
líticas públicas a través de los planes y pre-
supuestos participativos. Se impulsó la for-
malización de las organizaciones territoria-
les de base (OTB): comunidades campesinas,
pueblos indígenas y juntas vecinales. Se con-
formaron más de catorce mil organizaciones
en el país, articuladas a un Comité de Vigi-
lancia por municipio, como instancias forma-
les de participación y control social, con de-
beres y derechos reconocidos por la ley.

La Ley de Descentralización Administrativa
(1995) se orientó a la desconcentración de fun-
ciones y delegó a las prefecturas departamen-
tales competencias de índole técnico-adminis-
trativa. El presidente de la república continuó
a cargo de la elección de los prefectos.

En el año 2000 se desarrolló un proceso de
consulta y planificación, sin precedentes en
la historia, con participación de actores de
nivel nacional, regional y local. En el Diálo-
go Nacional 2000 se trabajaron prioridades y
mecanismos de asignación de recursos y de
control social para la Estrategia Boliviana de

La norma fundamental del proceso fue la Ley
de Participación Popular de 1994 que otorgó
autonomía a las municipalidades y capaci-
dad normativa a los concejos municipales,
dispuso la elección de sus autoridades por
voto popular y la transferencia de recursos y

«La Ley de Participación
Popular incorporó a la

sociedad civil organizada en la
gestión de las políticas

públicas a través de los planes
y presupuestos participativos».
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Reducción de la Pobreza (EBRP). En 2001, la
Ley del Diálogo Nacional 2000 recogió las
conclusiones centrales del proceso, definió
los lineamientos de la estrategia y consolidó
la importancia de los municipios al transfe-
rirles recursos del alivio de la deuda y de la
cooperación internacional.

Por mandato de la Constitución, cada gober-
nante elaboró su Plan General de Desarrollo
Económico y Social (PGDES) como el marco
estratégico referencial para las políticas y
prioridades de mediano y largo plazo. En
1992 se elaboró la Estrategia Nacional de
Desarrollo; luego el PGDES 1994-1997 «El
cambio para todos»; el PGDES 1997-2002
«Bolivia XXI: país socialmente solidario»,
sustituido por la EBRP. El PGDES 2003-2007
no se llegó a formalizar. Ninguno de los pla-
nes se ejecutó cabalmente, no solo por sus li-
mitaciones como instrumentos de gestión
sino también por la falta de respaldo político
para implementarlos, producto de la fragili-
dad de las alianzas de gobierno.

El período democrático que vivió el país en-
tre 1982 y 2003 entró en crisis profunda por
la incapacidad de la dirigencia política para
abrir espacios a la participación de nuevos
actores, el permanente cuoteo de los cargos
gubernamentales entre las fuerzas políticas,
la corrupción y el incumplimiento de los
compromisos sobre las demandas sociales.

El vacío creado por la pérdida de credibili-
dad y la crisis del sistema político convirtió
a los movimientos sociales en protagonistas
del escenario político. Las movilizaciones

sociales inéditas derivaron en la renuncia y
huida del presidente Gonzalo Sánchez de
Lozada en octubre de 2003. El gobernante que
lo sucedió, Carlos Mesa, renunció veinte
meses después, en junio de 2005.

Luego de una etapa de muy fuerte inestabili-
dad política y social, en la que tuvo que rem-
plazarlo el presidente del Tribunal Supremo,
se convocó a elecciones en diciembre de 2005,
en las que salió elegido el actual presidente
Evo Morales. En agosto de 2006 se instaló la
Asamblea Constituyente, que redactó la nue-
va Constitución Política del Estado (CPE) y
la aprobó en diciembre de 2007; fue respal-
dada por la población mediante referendo en
enero de 2009 y, finalmente, se promulgó en
febrero del mismo año.

2. LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL
ESTADO

a. Estado y planificación

La nueva Constitución Política establece que
el Estado ejerce la dirección integral del de-
sarrollo económico y sus procesos de plani-
ficación. Sus funciones relacionadas con este
mandato son las siguientes:

• Conducir el proceso de planificación
económica y social, con participación
ciudadana. Definir por ley el Sistema
de Planificación Integral del Estado
Plurinacional (SPIEP) que incorpore
a todas las entidades territoriales.

• Formular en forma periódica el plan
general de desarrollo, cuya ejecución
es obligatoria para todas las formas de
organización económica (comunitaria,
estatal, privada y social cooperativa).

• Organizar la entidad de planificación
participativa que incluya a represen-
tantes de las instituciones públicas y
de la sociedad civil.

«El vacío creado por la
pérdida de credibilidad y la
crisis del sistema político
convirtió a los movimientos
sociales en protagonistas del
escenario político».
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La CPE dispone que la política económica y
la planificación nacional son competencias
privativas del gobierno central, mientras que
las políticas de planificación territorial y de
ordenamiento territorial son parte de sus
competencias exclusivas.

b. Las autonomías

Antes de la aprobación de la nueva Consti-
tución, Bolivia tenía un régimen unitario des-
centralizado compuesto por tres niveles de
gobierno: central, intermedio o departamen-
tal y local, representado por los municipios.
La CPE determina una nueva organización
del territorio: departamentos, provincias,
municipios y territorios indígena originario
campesinos (IOC). Establece, además, la con-
formación de regiones, como un espacio de
planificación y gestión, integradas por varios
municipios o provincias con continuidad
geográfica y sin trascender los límites depar-
tamentales, que compartan cultura, lenguas,
historia, economía y ecosistemas.

El régimen de autonomías implica la elección
por votación popular de autoridades en de-
partamentos, municipios y territorios IOC, así
como la capacidad de sus órganos de gobier-
no de administrar sus recursos económicos y
de ejercer facultades legislativa, reglamenta-
ria, fiscalizadora y ejecutiva, en su jurisdic-
ción. Las regiones pueden constituirse en au-
tonomías regionales por iniciativa de los mu-
nicipios que la integran, mediante referendo.

c. Los territorios indígenas

En Bolivia, el acceso a la tierra por la pobla-
ción indígena y la seguridad jurídica de sus
territorios tuvo un hito con la Ley de Refor-
ma Agraria de 1996. La ley reconoció la pro-
piedad colectiva de los pueblos indígenas,
creó la categoría de tierras comunitarias de
origen —inalienables, indivisibles, irreversi-
bles, inembargables e imprescriptibles—,
avanzó en el saneamiento y la titulación, y

reconoció el derecho de los pueblos indíge-
nas al uso y aprovechamiento sostenible de
los recursos naturales renovables y a la auto-
gestión de sus tierras conforme a normas y
procedimientos propios.

La CPE va más allá y reconoce la existencia
precolonial de las naciones y pueblos indíge-
na originario campesinos, así como el domi-
nio ancestral sobre sus territorios. Les otorga
la posibilidad de reconstituirlos conforman-
do autonomías IOC y de acceder, por normas
y procedimientos propios, a su administra-
ción, a la consulta previa para la explotación
de los recursos naturales que se ubican en es-
tos y al beneficio directo de dicha explotación.

d. La participación ciudadana

La CPE ha dado rango constitucional a la
participación ciudadana y al control social.
Establece que la sociedad civil organizada
debe participar en el diseño de las políticas
públicas y ejercer el control social a la ges-
tión pública, en todos los niveles del Estado
y en todas las entidades territoriales; a las
empresas e instituciones públicas, mixtas y
privadas que administren recursos fiscales;
y a la calidad de los servicios públicos.

La participación y el control social deben in-
cluir acciones como: apoyar al Órgano Legis-
lativo en la construcción colectiva de las le-
yes; conocer y pronunciarse sobre los infor-
mes de gestión de las entidades del Estado;
coordinar la planificación y el control; cola-
borar en los procedimientos de observación
pública para la designación de ciertos cargos;
denunciar ante las instituciones para que se
investiguen y procesen determinados casos.

La CPE obliga al manejo transparente de la
información y de los recursos en todos los
espacios de la gestión pública. Dictamina que
la información solicitada en el marco del con-
trol social no puede denegarse y debe entre-
garse de manera completa, veraz, adecuada
y oportuna.
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C A P Í T U L O  2
LA PLANIFICACIÓN EN BOLIVIA

1. EVOLUCIÓN DE LA
PLANIFICACIÓN

Después de la crisis de mediados de la dé-
cada de 1980, la planificación del desarrollo
quedó subordinada a la programación finan-
ciera pues se dio prioridad a las políticas
macroeconómicas de equilibrio y sostenibi-
lidad fiscal. Estas tuvieron éxito en mante-
ner la estabilidad y promover el crecimiento
económico, pero su impacto en términos de
desarrollo fue muy limitado.

Los planes nacionales de desarrollo se ela-
boraron para cumplir con las disposiciones
legales, pero no se pusieron en práctica. Así,
las instituciones públicas formularon sus pla-
nes estratégicos en forma aislada, para obte-
ner financiamiento y cumplir con sus objeti-
vos, pero no hubo integración institucional,
sectorial ni territorial.

Las características comunes de los planes fue-
ron las siguientes:

• Pretendían disminuir las brechas de
equidad en los ámbitos económico,
político, social y cultural, pero no de-
finían programas ni proyectos con-
cretos para lograrlo.

• La planificación se circunscribió a los
ámbitos estratégico y sectorial; no se
dio prioridad a acciones concretas para
su territorialización. Hubo muy poca
vinculación entre entidades naciona-
les, departamentales y municipales.

• Abordaban dimensiones comunes: i)
económica: economía y tierra; ii) so-
cial: salud, educación, cultura y vio-
lencia contra la mujer; iii) política: par-
ticipación política y ciudadana de las
mujeres, reformas legales y justicia.

• No se cuantificaban los recursos ne-
cesarios ni se hacía referencia a posi-
bles fuentes de financiamiento.

La puesta en marcha de la planificación par-
ticipativa en 1994 dio a la gestión pública una
perspectiva con base en el territorio y las de-
mandas locales. Los procesos participativos
recogieron de mejor manera las aspiraciones
de la población y se transformó el sistema de
programación presupuestal y los planes de
inversión pública.

Hubo un tránsito progresivo del sistema de
planificación centralizado hacia otro que in-
corporaba procedimientos de naturaleza des-
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centralizada, participativa y con mecanismos
de coordinación intergubernamental. La pla-
nificación se orientó a la articulación vertical
entre los niveles de gobierno y a la integra-
ción sectorial que buscaba complementarse
con el ordenamiento territorial.

El Sistema Nacional de Planificación (Sis-
plan) asentó sus nuevas bases en las antiguas
prefecturas, y sus planes departamentales, y
en los gobiernos municipales, y sus planes
de desarrollo municipal. En todos los nive-
les del Sisplan, el proceso de planificación
expresó la interacción de los actores estata-
les y sociales para cotejar y conciliar intere-
ses en función del logro de los objetivos del
desarrollo sostenible.

Esto quedó reflejado en las Normas Básicas
del Sisplan, aprobadas en 1996, que estable-
cieron la forma y los mecanismos de partici-
pación de los niveles nacional, departamen-
tal y municipal en la toma de decisiones para
la definición de las políticas de desarrollo y
la asignación de los recursos públicos.

2. LA PLANIFICACIÓN
DEPARTAMENTAL

La Ley de Descentralización Administrativa
de 1995 convirtió la planificación departa-
mental en un proceso de participación de los
actores estratégicos para decidir sobre las
prioridades políticas, administrativas y finan-
cieras en el nivel intermedio de la Adminis-
tración Pública.

El Plan de Desarrollo Departamental (PDD)
articula la planificación nacional y la planifi-
cación participativa municipal, y expresa la
concertación entre los diferentes actores del
departamento en torno a las potencialidades,
objetivos, políticas, programas y proyectos
prioritarios para alcanzar el desarrollo sos-
tenible de la jurisdicción.

Los actores que deben participar en el proce-
so no están identificados nítidamente en la

norma; sin embargo, la escala y el alcance del
ámbito obligan a la gobernación a un proce-
so amplio de consulta con actores de carac-
terísticas diferentes de aquellos del nivel
municipal. Por ejemplo, organizaciones so-
ciales, comités de desarrollo, universidades,
actores cívicos y corporativos, actores pro-
ductivos y empresariales.

El marco institucional del Estado para la pla-
nificación departamental está constituido por
el gobernador, la Asamblea Departamental y
la unidad o dirección técnica de planificación
departamental.

La Asamblea Departamental está conforma-
da por representantes territoriales elegidos
por voto directo. En tanto órgano político del
proceso, delibera, aprueba o rechaza el PDD;
vela por el carácter participativo de su ela-
boración; controla el avance y el cumplimien-
to de sus objetivos, autoriza su reformulación
y evalúa su ejecución. Aprueba el Plan Ope-
rativo Anual (POA) y garantiza su concor-
dancia con el PDD; establece mecanismos de
concertación con instituciones regionales de
la sociedad civil para coordinar acciones in-
herentes al desarrollo departamental.

3. LA PLANIFICACIÓN EN EL
ÁMBITO MUNICIPAL

La planificación participativa municipal es el
instrumento que abre las puertas a los acto-

«Hubo un tránsito progresivo
del sistema de planificación
centralizado hacia otro que

incorporaba procedimientos
de naturaleza descentralizada,

participativa y con
mecanismos de coordinación

intergubernamental».
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res del municipio para tomar decisiones so-
bre las prioridades del desarrollo y la orien-
tación del gasto, así como para ejercer un
mayor y oportuno control del uso de los re-
cursos públicos. No es solo un instrumento
metodológico sino que constituye un proce-
so social e institucional de gestión y movili-
zación ciudadana para orientar la gestión
pública al desarrollo sostenible.

Permite identificar problemas, potencialida-
des, limitaciones y demandas. También ana-
lizar alternativas, adoptar estrategias y for-
mular planes, programas, proyectos y los
presupuestos necesarios para desarrollarlos.
Por último, hace posible monitorear la ejecu-
ción de los planes, evaluar los resultados y
hacer ajustes en las acciones. En este sentido,
es un proceso que permite acercar los instru-
mentos y procedimientos de la administra-
ción de los recursos públicos a la población.

El Plan de Desarrollo Municipal (PDM) es la
expresión de este proceso y su elaboración
debe considerar como insumos: el Plan Ge-
neral de Desarrollo Económico y Social de la
República; las estrategias, políticas, progra-
mas y proyectos nacionales, sectoriales o te-

máticos; el Plan de Desarrollo Departamen-
tal; los lineamientos para la planificación
participativa municipal; los planes departa-
mentales y municipales de ordenamiento te-
rritorial, los de uso del suelo y los de manejo
de áreas protegidas; los planes de desarrollo
de municipios colindantes y la distritación
municipal.1

La Norma de Planificación Participativa
Municipal, de 1997, estableció los procedi-
mientos de operación, las definiciones técni-
cas y administrativas, el marco institucional
así como los roles y funciones de los actores
involucrados en el proceso.

El dispositivo indica que la formulación e im-
plementación del Plan de Desarrollo Muni-
cipal tiene seis etapas:

1. Preparación y organización: se compro-
mete la participación de los diferentes ac-
tores en las actividades del proceso.

2. Diagnóstico municipal: se realizan auto-
diagnósticos en cada comunidad campe-
sina, comunidad y pueblo indígena o jun-
ta vecinal de la provincia para identifi-
car potencialidades, limitaciones, proble-
mas y aspiraciones.

3. Estrategia de desarrollo: se define en for-
ma participativa la visión estratégica del
municipio, la que se traduce en priorida-
des, objetivos y estrategias de desarrollo
municipal a corto y mediano plazo. Con
ello concluye el proceso de formulación
del PDM.

4. Programación de operaciones anuales: se
programan las acciones priorizadas y los
proyectos contenidos en el PDM en for-
ma participativa. Se incluyen las opera-

1 La distritación es un proceso en etapas sucesivas que busca organizar unidades territoriales administrativas
dentro del municipio, equilibradas en población y espacio, denominadas distritos municipales, para mejorar la
administración municipal propendiendo a la compatibilidad entre la división político-administrativa, la orga-
nización social (respetando las estructuras de las organizaciones comunitarias y sus asociaciones) y la organi-
zación sectorial (para facilitar la prestación de servicios, sobre todo de salud y educación).

«La planificación participativa
municipal no es solo un
instrumento metodológico
sino que constituye un proceso
social e institucional de
gestión y movilización
ciudadana para orientar la
gestión pública al desarrollo
sostenible».
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ciones planificadas por el gobierno mu-
nicipal y por otros actores del desarrollo
que operan en el municipio.

5. Ejecución de la programación: se siguen
las normas y procedimientos de inversión
pública y de los sistemas de administra-
ción y control gubernamental, con un
proceso de movilización y control social
bajo la responsabilidad directa del alcal-
de.

6. Seguimiento, evaluación y ajuste: se
acompaña y verifica la ejecución del
PDM, y se analizan los resultados para
tomar decisiones correctivas.

Los actores sociales que participan en la pla-
nificación participativa municipal son los si-
guientes:

• Las organizaciones territoriales de
base: identifican y priorizan las accio-
nes para la planificación; supervisan
y controlan su ejecución.

• Comité de Vigilancia: asume la repre-
sentación de la sociedad civil en el
control social de la gestión munici-
pal; vela por la inserción de las de-
mandas y prioridades en los planes
de desarrollo municipal.

• Asociaciones comunitarias: son ins-
tancias representativas de las OTB,
que coadyuvan a la concertación de
los intereses cantonales o distritales.

• Otras organizaciones de la sociedad
civil: productivas, profesionales, gre-
miales, cívicas, deportivas, educati-
vas, de salud, etcétera; pueden parti-

cipar en calidad de adscritas. Presen-
tan demandas e iniciativas para el de-
sarrollo municipal; contribuyen a la
elaboración y ejecución técnica del
PDM en los ámbitos de su especiali-
dad y orientan sus acciones en el
marco del plan aprobado.

La entidad pública clave del proceso de pla-
nificación participativa municipal es el go-
bierno municipal. Sus funciones están defi-
nidas en la Constitución Política del Estado,
la Ley Orgánica de Municipalidades y la Ley
de Participación Popular.2 Dirige, conduce y
gestiona el desarrollo sostenible en su juris-
dicción y asume la responsabilidad política,
técnica y económica del proceso de planifi-
cación participativa.

El Concejo Municipal es la instancia políti-
ca que delibera, aprueba o rechaza el PDM;
vela por el carácter participativo de su ela-
boración; aprueba el plan operativo anual
del municipio, controla la ejecución de los
planes y programas, y evalúa el cumpli-

2 Tanto la Ley de Participación Popular como la Ley de Descentralización Administrativa fueron derogadas por
la Ley Marco de Autonomías y Descentralización.

«La entidad pública clave del
proceso de planificación

participativa municipal es el
gobierno municipal. Dirige,

conduce y gestiona el
desarrollo sostenible en su

jurisdicción y asume la
responsabilidad política,
técnica y económica del

proceso».
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miento de los objetivos del PDM. Participa
en las actividades de concertación y toma
de decisiones. Acuerda con otros munici-
pios la conformación de mancomunidades
y asociaciones para la planificación inter-
municipal.

El alcalde municipal es la máxima autoridad
ejecutiva; coordina y supervisa el cumpli-
miento de las acciones acordadas en la pla-
nificación participativa municipal. Cuenta
con una unidad de planificación que asume
la responsabilidad técnica de la implemen-
tación del proceso. Promueve y hace efectiva
la participación social; presenta información
periódica al Comité de Vigilancia —y, por su
intermedio, a las OTB— sobre la aplicación
de los recursos públicos y los avances del
PDM; difunde la información producida du-
rante la planificación participativa.

Los subalcaldes y agentes cantonales son au-
toridades ejecutivas de los distritos munici-
pales y cantones, a quienes el gobierno mu-
nicipal asigna funciones de la administración
municipal. Facilitan las acciones de planifi-
cación participativa en sus respectivas juris-
dicciones.

4. CAMBIOS RECIENTES EN EL
PLANEAMIENTO

El nuevo modelo de planificación tiene como
instrumento principal al Sistema de Planifi-
cación Integral del Estado Plurinacional, que
tiene base en una concepción del Estado pla-
nificador, protagonista y promotor del desa-
rrollo, así como en el vivir bien que expresa
una nueva concepción de desarrollo.

Se compone de dos subsistemas: el de plani-
ficación sectorial y el de planificación terri-
torial. La Ley Marco de Autonomías y Des-
centralización establece que el Plan Nacional
de Desarrollo (PND) es de cumplimiento
obligatorio por todos los actores, entidades
públicas y entidades territoriales autónomas.
Constituye el plan rector de los procesos de
planificación, inversión y presupuesto para
el corto, mediano y largo plazo en los ámbi-
tos nacional, sectorial, regional, departamen-
tal, municipal e IOC.

En este marco, cada gobierno autónomo ela-
bora, aprueba y ejecuta el plan de acuerdo a
sus competencias exclusivas, en forma parti-
cipativa con la sociedad civil de sus respecti-
vas jurisdicciones y en coordinación con los
planes del Estado central y de los gobiernos
descentralizados.

Esto ha llevado a la reconfiguración del Sis-
plan. El SPIEP pretende articular tres subsis-
temas: el de planificación del desarrollo, el
de inversión pública y financiamiento, y el de
presupuesto. Además, se han establecido los
siguientes niveles de planificación: nacional
(PND), departamental (PDD), regional (Plan
de Desarrollo Regional) municipal (PDM) y
de las autonomías indígena originario cam-
pesinas (Plan de Desarrollo Institucional).

Si bien se han aprobado las leyes que desa-
rrollan las reformas constitucionales, los ins-
trumentos de gestión pública todavía no se
han puesto en marcha. Aún no se consigue
instrumentalizar el proceso de planificación
y articularlo a la construcción del Estado plu-

«El nuevo modelo de
planificación tiene como
instrumento principal al
Sistema de Planificación
Integral del Estado
Plurinacional, que tiene base
en una concepción del Estado
planificador, protagonista y
promotor del desarrollo, así
como en el vivir bien que
expresa una nueva concepción
de desarrollo».
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rinacional y autonómico. El SPIEP debe en-
frentar el desafío de adaptarse a un Estado
con varios gobiernos autónomos elegidos por
voto popular, con facultades legislativas y
jurisdicciones territoriales propias.

Dado el nuevo escenario de la planificación,
el éxito de los planes de desarrollo, de los pla-
nes de ordenamiento territorial y de los pla-
nes sectoriales de nivel nacional, departamen-
tal y municipal dependerá del grado de com-
plementariedad que tengan entre sí durante
su diseño, elaboración e implementación, así
como de la compatibilidad metodológica y de
la posibilidad de retroalimentación.

El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010
«Bolivia digna, soberana, productiva y demo-
crática, para vivir bien» busca promover el
desarrollo integral mediante la construcción
de un nuevo patrón de desarrollo diversifi-
cado e integrado; el incremento de la produc-
ción y la generación de ingresos y empleo; la
erradicación de la pobreza, la desigualdad
social y la exclusión; la ampliación de la cons-
trucción del poder social y comunitario.

El PND tiene cuatro pilares que se deben in-
corporar en los planes sectoriales, departa-
mentales y municipales:

• Bolivia digna: busca la erradicación
de la pobreza y la inequidad.

• Bolivia democrática: se orienta a la
construcción de una sociedad y un
Estado plurinacional y socio comu-
nitario.

• Bolivia productiva: se dirige a la trans-
formación, el cambio integrado y la di-
versificación de la matriz productiva.

• Bolivia soberana: plantea que el Es-
tado sea un actor internacional, sobe-
rano, autodeterminado y con identi-
dad propia.

5. EL ORDENAMIENTO
TERRITORIAL

La Constitución Política del Estado ha dado
rango constitucional al ordenamiento terri-
torial (OT) al incluir como competencia de
cada nivel de gobierno la elaboración y eje-
cución de planes de ordenamiento territorial
para los ámbitos de sus respectivas circuns-
cripciones.

Esto, junto a las modificaciones dispuestas
por la CPE en lo que se refiere a la organiza-
ción del territorio y al régimen de autono-
mías, plantea la necesidad de desarrollar la
normatividad y de adecuar el diseño institu-
cional vigente.

El actual marco legal está compuesto por dos
conjuntos de normas:

• Aquellas que regulan los aspectos
técnicos del OT, es decir, el uso del
suelo, la ocupación del territorio o el
manejo sostenible de los recursos na-
turales: Ley de Medio Ambiente, Ley
Forestal, Ley de Reforma Agraria,
Ley de Reducción de Riesgos y Pre-
vención de Desastres.

• Las que contienen disposiciones so-
bre el marco institucional para el di-
seño y la implementación del OT: Ley
Marco de Autonomías y Descentrali-
zación, Ley de Organización del Po-
der Ejecutivo, Normas Básicas del
Sistema Nacional de Planificación.

La normatividad del ordenamiento territo-
rial y su marco institucional definen princi-
palmente lo siguiente:

• Las características y la finalidad de
los planes de OT en los tres niveles
de gobierno.
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• Las características de los planes de
uso del suelo y las categorías de uso
del suelo para el área rural y el área
urbana.

• Los procedimientos para la aproba-
ción de los planes de ordenamiento
territorial y planes de uso del suelo.

• Las atribuciones de cada instancia en
la gestión del OT en los tres niveles.

El marco institucional para el ordenamiento
territorial es el siguiente:

• A nivel nacional: el Ministerio de De-
sarrollo Sostenible y Planificación, a
través de sus diversos órganos, es el
encargado de formular, ejecutar y
coordinar la planificación del OT, de
proponer las bases metodológicas, las
políticas y normas para el OT y los
planes de uso del suelo, así como de
supervisar su cumplimiento.

• A nivel departamental: las goberna-
ciones autónomas son las encargadas
de realizar las labores de OT, a través
de sus direcciones departamentales
de recursos naturales y medio am-
biente y de sus unidades técnicas de
ordenamiento territorial. Deben pro-
mover e institucionalizar el OT, for-

mular el Plan Departamental de Or-
denamiento Territorial e implemen-
tarlo.

• A nivel municipal: el alcalde munici-
pal tiene la responsabilidad de pro-
mover la aplicación de las normas,
procedimientos e instrumentos del
OT establecidos en el nivel nacional
y departamental, así como de elabo-
rar los planes de OT para los ámbitos
urbano y rural.

Los avances en el ordenamiento territorial
provienen de trabajos realizados sobre todo
en la zona amazónica del país, que respon-
dieron a una necesidad de adaptación coyun-
tural y a un conjunto de recursos de finan-
ciamiento externo que apoyaron estas activi-
dades en la década de 1990. Algunos estu-
dios elaborados a nivel departamental fue-
ron complementados posteriormente con es-
tudios a nivel municipal.

La cobertura del OT departamental abarca
prácticamente el 96% del país. Su principal
limitación es que la mayoría de los estudios
deben ser compatibilizados metodológica-
mente y complementados en el componente
socioeconómico mediante planes de ocupa-
ción del territorio. Los avances en el OT mu-
nicipal son escasos: solo 23 de 326 munici-
pios (8,5% del total del territorio nacional)
tienen algún tipo de estudio relacionado con
el ordenamiento territorial.
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C A P Í T U LO  3
PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO
PÚBLICO

1. INSTRUMENTOS QUE VINCULAN
PLAN Y PRESUPUESTO

El Presupuesto General de la Nación (PGN)
es el instrumento de planificación, adminis-
tración y gobierno que expresa la voluntad
política de priorizar las medidas contenidas
en los planes de desarrollo asignándoles re-
cursos.

El PGN tiene dos referentes fundamentales:

• El Plan Nacional de Desarrollo, ins-
trumento rector del planeamiento,
que expresa las políticas, objetivos,
estrategias y lineamientos económi-
cos, sociales y políticos que orientan
el quehacer público y privado del
país.

• La política macroeconómica, que per-
mite actuar sobre la actividad econó-
mica, la inflación y el empleo, me-
diante el análisis y el control de va-
riables claves de las políticas mone-
taria, fiscal, cambiaria y de oferta.

Existen tres instrumentos que precisan la for-
mulación del presupuesto:

• Plan operativo anual: es el instru-
mento de gestión que integra la pla-
nificación con el presupuesto. Con-
tiene los programas y proyectos, sus
respectivos objetivos y metas, así
como los recursos financieros para
ejecutarlos.

• Plan de inversiones: contiene el deta-
lle de todos los proyectos de inversión
pública seleccionados de una base de
datos, que han sido priorizados y que
cuentan con financiamiento.

• Marco Fiscal de Mediano Plazo: con-
tiene la estructura, evolución, metas
y perspectivas de los indicadores ma-
croeconómicos en cinco y diez años.

El presupuesto público se desprende de es-
tos instrumentos y es el componente final del
proceso de planificación, que contiene la es-
timación de los ingresos que se espera reci-
bir en una determinada gestión fiscal y los
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gastos en que incurrirán todas las entidades
integrantes del sector público, a fin de cum-
plir los objetivos establecidos en el plan de
desarrollo.

2. LOS RECURSOS DEL
PRESUPUESTO

a. Financiamiento del Presupuesto
General de la Nación

En Bolivia, las fuentes de financiamiento del
PGN se dividen en dos:

• Fuentes internas: son recursos gene-
rados por las actividades económicas
del país, es decir ingresos tributarios
(impuestos y aranceles); regalías y pa-
tentes por la explotación de recursos
naturales; recursos propios por la
venta de bienes y la prestación de ser-
vicios; endeudamiento interno o con-
donación de recursos de deuda.

• Fuentes externas: son las donaciones
y el crédito externo.

Para dar una idea de la estructura de finan-
ciamiento del presupuesto, en el período
2005-2008, las fuentes internas representaron,
en promedio, el 40%.

De estas, en promedio, los ingresos tributa-
rios fueron el 53%; las cargas a los hidrocar-

buros, el 42%; los ingresos tributarios muni-
cipales, el 4%, y las regalías mineras y fores-
tales, el 2%. La diferencia entre el total del
presupuesto y las fuentes internas (40%) se
cubrió con recursos propios, endeudamien-
to interno, donaciones y crédito externo.

Cuando se analiza la relación entre ingresos
y gastos anuales en el presupuesto, es impor-
tante tener en cuenta que una parte de los
ingresos se distribuye antes de elaborar el
presupuesto anual debido a que existen nor-
mas legales que favorecen a determinados
sectores, regiones o grupos sociales. Es el caso
de la coparticipación tributaria entre los go-
biernos municipales, las universidades y el
Tesoro General de la Nación (TGN), para que
se hagan cargo de determinados gastos en
salud y educación.

Esto constituye una de las rigideces más co-
munes del presupuesto, ya que no todos los
recursos están disponibles para financiar las
nuevas políticas que definen los gobiernos.
Las autoridades deben tener la capacidad de
emplear dicho financiamiento integrando las
políticas anteriores con las políticas nuevas,
en el marco de los planes de desarrollo.

b. Recursos de los gobiernos
subnacionales

La organización territorial establecida en la
Constitución está en la fase inicial de su im-
plementación, razón por la cual solo es posi-
ble presentar la estructura actual de los in-
gresos municipales. Los departamentos no
disponen aún de dominios tributarios y sus
ingresos están compuestos principalmente
por las transferencias del gobierno nacional
a las prefecturas de las regalías asignadas por
ley y la coparticipación del impuesto directo
a los hidrocarburos (IDH).

Los recursos de las municipalidades se com-
ponen de los ingresos corrientes y de los de
capital. Estos últimos se destinan exclusiva-
mente a gastos de inversión.

«Las fuentes internas de
financiamiento del
presupuesto representaron el
40%. De estas, en promedio,
los ingresos tributarios fueron
el 53%; las cargas a los
hidrocarburos, el 42%.»
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3 Iniciativa del Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y algunos países, establecida en 1996 para
condonar parte de la deuda de países pobres altamente endeudados.

Tasa BeneficiarioImpuesto

A
 la

pr
od

uc
ci

ón
A

 la
s

ut
il

id
ad

es

IDH

Regalía departamental

Regalía nacional compensatoria

Participación

Impuesto a la renta de empresas

Impuesto a la remisión de
utilidades al exterior

Surtax*

32%

11%

1%

6%

25%

12,5%

25%

Varios

Departamento productor

Departamentos de Beni y Pando

TGN y Yacimientos Petrolíferos
Fiscales Bolivianos (YPFB)

Municipios y universidades

TGN

TGN

* Luego de la nacionalización se exoneró al sector del pago del Surtax, o alícuota adicional a las utilidades
extraordinarias de 25%.

INGRESOS CORRIENTES

• Transferencias intergubernamentales:

• Coparticipación: 20% de la recauda-
ción efectiva de los tributos naciona-
les se distribuye según la población
de cada municipio. Los municipios
deben destinar al menos 85% de es-
tos recursos a inversión.

• Recursos de la condonación de deu-
da externa (Iniciativa HIPC),3 dirigi-
dos a las prioridades definidas en la
Estrategia Boliviana de Reducción de
la Pobreza: educación, salud e infra-
estructura básica.

• Fondo de Inversión Productiva y So-
cial: al cual las municipalidades pre-
sentan perfiles de proyectos. Para ser
aprobados deben cumplir con las con-
diciones de acceso a los recursos de
acuerdo a la EBRP y a la Política Na-
cional de Compensación.

• Fondo Nacional de Desarrollo Regio-
nal: financia planes, programas y pro-
yectos de preinversión e inversión de

los gobiernos autónomos en infraes-
tructura productiva y social que sean
parte del PND.

• Donaciones del sector privado y transfe-
rencias de la cooperación internacional o
de gobiernos extranjeros.

• Ingresos propios de las municipalidades
(tributarios y no tributarios).

INGRESOS DE CAPITAL

• Donaciones.

• Venta de bienes.

• Endeudamiento interno o externo (re-
quiere aprobación previa del Viceminis-
terio del Tesoro y Crédito Público).

c. Ingresos por las actividades extractivas

Los ingresos por los tributos que se aplican a
la exploración y explotación de hidrocarbu-
ros representan más del 40% de las fuentes in-
ternas que financian el presupuesto público.
Estos se construyen de la siguiente manera:
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Además, las empresas pagan patentes por
cada hectárea dentro del área del contrato de
exploración y explotación petrolera. El 50%
de lo recaudado beneficia a los municipios
donde se encuentra la concesión y el 50% va
al Ministerio de Desarrollo Sostenible para
programas y proyectos de inversión y ges-
tión ambiental en los departamentos produc-
tores de hidrocarburos.

3. LA FRACTURA ENTRE EL
PLANEAMIENTO Y EL
PRESUPUESTO

A partir del proceso de participación popu-
lar, los procesos de planificación y elabora-
ción de presupuestos lograron grandes avan-
ces en participación y ejecución de progra-
mas y proyectos de inversión social, pero no
se logró asegurar la coherencia entre las po-
líticas públicas y la calidad del gasto.

Si bien las inversiones municipales deben
orientarse según los planes de desarrollo mu-
nicipal, en la práctica estas siguen su propia
dinámica y las prioridades tienen un sesgo lo-
calista y hacia la infraestructura. La inyección
excepcional de recursos del IDH profundiza
la disociación entre lo que se planifica y lo que
se ejecuta, así como entre lo que se decide en
el municipio y lo que se determina en las polí-
ticas de alcance departamental y nacional.

En el caso de los departamentos, si bien al-
gunos gobiernos tienen la voluntad de lograr
mayor inversión concurrente, los mecanis-
mos de cofinanciamiento se usan para cubrir
las brechas de proyectos de carácter local y
no a estimular proyectos integradores, de
naturaleza intermunicipal o interprovincial,
que articulen prioridades de más de un mu-
nicipio y tengan alcance regional.

El cuadro que sigue muestra la fuerte varia-
ción de la estructura de la inversión pública
en los últimos veinte años:

Se aprecia un incremento sustantivo de la par-
ticipación municipal en la estructura de las in-
versiones y una reducción significativa de la
inversión a cargo del gobierno central, así
como también de los proyectos de inversión
pública de cofinanciamiento desde el año 2000.
La búsqueda de agendas concurrentes, apa-
lancamiento financiero o cofinanciamiento in-
termunicipal e interdepartamental no tiene
prioridad en la gestión pública. El enfoque
localista, sectorial e inconexo en materia de
inversiones es la característica más visible en
los tres niveles de administración del Estado.

Con el régimen de autonomías y la multipli-
cación de actores territoriales —las nuevas
autonomías IOC y las regionales— así como
con la abundancia de recursos del impuesto
directo a los hidrocarburos, podría agravar-
se la descoordinación y la duplicidad de los
proyectos de inversión pública. La predicti-
bilidad y la sostenibilidad del modelo de fi-
nanciamiento del gobierno nacional y las en-
tidades territoriales autónomas demandan un
nuevo pacto intergubernamental.

El sistema de financiamiento autonómico es
más que la estructura institucional de trans-
ferencias fiscales intergubernamentales; re-
quiere un acuerdo político al que concurran
la sociedad y los actores autonómicos para
establecer las bases sobre las que desean cons-
truir y regular su convivencia en el largo pla-
zo; determinar qué derechos se aplican a to-
dos, cómo se garantizan y financian, y cómo
se hacen viables y sostenibles. Esto supone
construir instituciones, normas, programas y
recursos acordes a las necesidades y posibi-
lidades del gobierno nacional y de las enti-
dades territoriales autónomas.

1990 2000Nivel de gobierno 2005 2009

36%

28%

29%

7%

48%

23%

15%

14%

44%

25%

18%

13%

70%

23%

6%

1%

Nacional

Departamental

Municipal

Cofinanciamiento
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C A P Í T U LO  4
ESTUDIOS DE CASO:
TARIJA Y LA PAZ

1. LA PLANIFICACIÓN
DEPARTAMENTAL EN TARIJA

a. Una coyuntura excepcional para el
departamento

El proceso de planificación para el quinque-
nio 2005-2009 permitió implementar una
nueva forma de gestión departamental por
productos y fue resultado del extraordinario
crecimiento de los ingresos fiscales prove-
nientes del petróleo, distribuidos a través de
las regalías o del IDH, que multiplicó los in-
gresos de los departamentos productores,
como Tarija.

El «efecto riqueza» superó la capacidad ins-
titucional de la gobernación de Tarija y su
capacidad empresarial para responder a la
demanda de producción de bienes y servi-

cios del sector privado. Se trató de un tránsi-
to sin precedentes de un esquema de admi-
nistración de gran escasez de recursos a uno
de abundancia. Una idea del cambio lo da el
ingreso per cápita por transferencias del año
2008: mientras que Tarija recibió 528 dólares,
La Paz solo 31 dólares.

En cuatro años, Tarija experimentó un creci-
miento importante de infraestructura vial y
de producción. Se construyeron carreteras y
corredores bioceánicos estratégicos para el
departamento, así como cinco presas de ener-
gía.

El departamento transitó del cuarto lugar al
primero en el Índice de Desarrollo Humano
(0,742). El principal soporte fue la implemen-

«El ‘efecto riqueza’ superó la
capacidad institucional de la

gobernación de Tarija. Se
trató de un tránsito sin

precedentes de un esquema
de administración de gran

escasez de recursos a uno de
abundancia. El ingreso per

cápita por transferencias del
año 2008 de Tarija fue de 528
dólares y el de La Paz solo de

31 dólares».
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tación del Seguro Universal Autónomo de
Tarija, que oferta más de 300 prestaciones a
la población, con más de 5 millones de pres-
taciones desde su arranque el año 2006. En
educación, la matrícula se incrementó en más
de 10% y la tasa de abandono en la educa-
ción pública bajó 14%.

Se trabajó en la provisión de suplementos
nutricionales a los recién nacidos y madres
gestantes, como parte del Programa Bebé
Churo y Sanito. Se generaron programas es-
pecíficos para la tercera edad. Los partos ins-
titucionales crecieron 7,5%; la mortalidad
infantil disminuyó de 40 por mil nacidos vi-
vos en el 2005 a 34 en 2010 y la esperanza de
vida al nacer se incrementó en 1,4 años.

En el ámbito económico-productivo se crea-
ron más de siete mil empleos; se implemen-
taron programas de transferencias directas en
efectivo a las comunidades productivas, con
un monto fijo de casi 300 dólares por fami-
lia. Asimismo, se destinaron recursos a las
prioridades de cada comunidad, sujetos a la
rendición de cuentas y, en una segunda eta-
pa, se integraron criterios de rendimiento y
cumplimiento de metas sobre la producción.

El departamento logró quedar libre de afto-
sa. Se apoyó la investigación vitivinícola y se
brindó asesoramiento para la producción de
los vinos, aprovechando la potencialidad del
cultivo de la uva.

Se apoyó los programas de titulación de ba-
chilleres y programas de becas a más de cin-
co mil alumnos de la universidad pública.

Se trabajó con las pequeñas y medianas em-
presas para canalizar inversiones hacia los
comités de desarrollo en los procesos de pla-
nificación y se identificaron las principales
áreas de inversión público-privada.

En cuanto a la participación ciudadana, los
comités de desarrollo de cada provincia pro-
movieron la participación de las organizacio-
nes e instituciones más representativas a ni-
vel local. Se aprobó una norma de control
social y fiscalización a cargo de comités de
desarrollo, con una oficina de apoyo, para dar
seguimiento y monitorear el cumplimiento
de los compromisos de gestión y de gasto.
Los mecanismos de participación se amplia-
ron al desarrollo de audiencias públicas con
la asamblea del departamento y de forma
directa con el gobernador. Los encuentros se
realizaron una vez a la semana, con la rota-
ción de diversos actores.

Se apoyó la descentralización del departa-
mento; se trasladaron responsabilidades y
recursos para desarrollar las capacidades de
los ejecutivos seccionales, que tienen hoy ta-
reas de administración sobre la base de pac-
tos políticos para la inversión gubernamen-
tal. En algunas regiones del departamento se
ha promovido el cofinanciamiento de las re-
galías con los gobiernos municipales para los
planes de vinculación caminera.

Debido a la gran cantidad de problemas y
afectaciones de origen natural y antrópico,
los gobiernos municipales y la gobernación
departamental formularon el Plan Departa-
mental de Ordenamiento Territorial 2006-
2025 para promover el aprovechamiento sos-
tenible del recurso suelo e integrar la plani-
ficación socioeconómica con la físico-espacial
para fines orientados a la productividad y la
competitividad.

«Se aprobó una norma de
control social y fiscalización a
cargo de comités de
desarrollo, con una oficina de
apoyo, para dar seguimiento
y monitorear el cumplimiento
de los compromisos de
gestión y de gasto».
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b. Avances y limitaciones de la
planificación departamental de Tarija

Entre los avances del planeamiento departa-
mental destaca lo siguiente:

• La utilización del plan como orienta-
dor de la inversión pública, a través
de la certificación de la unidad de pla-
nificación de la correspondencia en-
tre el gasto y las políticas y priorida-
des definidas en el plan.

• El reconocimiento de una visión de
mediano y largo plazo, y no solo de
la visión de corto plazo que expresa
el presupuesto.

• La existencia del plan de ordena-
miento territorial del departamento,
que orienta las inversiones de acuer-
do a la capacidad de uso del suelo en
las distintas zonas del territorio.

Entre las limitaciones del proceso se cuentan
las siguientes:

• Se mantiene vigente el Sisplan como
sistema de planificación para las en-
tidades territoriales autónomas. El
Plan Nacional de Desarrollo carece de
instrumentos metodológicos que
ayuden a integrar la planificación te-
rritorial y la sectorial en la visión in-
tegral que busca expresar el propio
plan.

• No hay voluntad política de articu-
lar las iniciativas nacionales y las de-
partamentales.

• La nueva configuración de la Asam-
blea Departamental, con fuerzas po-
líticas distintas al partido del gober-
nador, afecta el proceso de planea-

miento departamental y pone trabas
a la ejecución, lo que ha frenado un
poco la dinámica de la inversión pú-
blica del departamento.

2. LA PLANIFICACIÓN EN LA
CIUDAD DE LA PAZ

a. Plan de Desarrollo Municipal 2001-2005

El objetivo general del Plan de Desarrollo
Municipal 2001-2005 fue consolidar a La Paz
como municipio democrático, transparente,
solidario, equitativo, eficiente y efectivo. Se
planteó como resultado mejorar las condicio-
nes de vida de la población a través del for-
talecimiento de sus capacidades competiti-
vas, de la construcción de una identidad co-
lectiva y de su constitución como centro de
encuentro y enlace de actividades culturales
y ambientales.

El PDM tuvo base en tres documentos: diag-
nóstico, visión estratégica y programación
quinquenal, y se organizó en cuatro grandes
componentes:

• Los planes y proyectos estructuran-
tes de inversión y transformación de
las condiciones físicas del municipio
en sus ámbitos urbano y rural debían
sentar las bases para el logro de la
imagen-objetivo del PDM; es decir,
un municipio con condiciones de
vida mejoradas; un municipio de la
integración, la diversidad, la equidad
y la igualdad de oportunidades, cen-
tro productivo, turístico y de servi-
cios competitivos, gobernado con
autoridad democrática, transparente
y legitimada por la participación ciu-
dadana.

• Los planes y proyectos estratégicos.
Eran intervenciones —movilizacio-
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nes, potenciaciones, regulaciones y
procesos de ordenamiento del que-
hacer ciudadano— que buscaban la
participación de diversos agentes y el
establecimiento de flujos de recursos
financieros e institucionales. En mu-
chos casos, las dinámicas se acompa-
ñaban con inversiones físicas.

• Lineamientos estratégicos y sus pro-
gramas. Mostraban la dirección con-
junta de la municipalidad y de otros
agentes e instituciones orientados al
desarrollo de La Paz. Su implemen-
tación dependió de la alcaldía, de la
ciudadanía y del gobierno nacional;
por ello, las instancias de concerta-
ción fueron de fundamental impor-
tancia en la gestión del desarrollo
municipal.

• Lineamientos de acción vecinal y sus
programas de intervención munici-
pal. Eran orientaciones para la pro-
gramación de acciones cotidianas en
las subalcaldías y en otras instancias
de atención al vecino. Implicaron pro-
gramas recurrentes y continuos de
operación, mantenimiento y mejora-
miento de las condiciones de vida en
los barrios y distritos.

b. Plan de Desarrollo Municipal Jayma
2007-2011

El Gobierno Municipal de La Paz (GMLP)
formuló el PDM para el quinquenio 2007-
2011 denominado Jayma, el Plan de la Ciu-
dad, con los siguientes objetivos metodoló-
gicos:

• Ser expresión de potencialidades, ob-
jetivos, políticas, programas y pro-
yectos.

• Alcanzar el desarrollo sostenible en
las diferentes circunscripciones terri-
toriales del Municipio de La Paz.

• Expresar las demandas sociales prio-
rizadas y hacerlas compatibles con las
ofertas estatales definidas en los ám-
bitos nacional y departamental.

Este instrumento de planificación se encuen-
tra en correspondencia con el Plan Nacional
de Desarrollo, el Plan Departamental de De-
sarrollo, la Estrategia de Desarrollo Regional
y las Metas del Milenio.

En esta segunda experiencia, el GMLP ha
adoptado un enfoque innovador para el pro-
ceso participativo, que parte del encuentro
de dos visiones de la planificación: la estra-
tégica y la participativa. La primera se refleja
en la oferta del gobierno municipal a través
del programa de gobierno, principal insumo
del proceso. La segunda se concreta median-
te la identificación y priorización de deman-
das. Esto, además de mantener un equilibrio
entre el escenario político y el técnico, ha
permitido defender la voluntad ciudadana de
las decisiones políticas discrecionales.

La experiencia ha contribuido a fortalecer el
ejercicio de la ciudadanía y, por ende, la go-
bernabilidad del municipio, mediante un
nuevo enfoque metodológico que ha consi-
derado tres niveles de consulta:

• Nivel territorial: los vecinos son los
actores principales y responden a una
organización distrital o macrodistrital.

• Nivel funcional: recoge la participa-
ción de actores vulnerables relacio-
nados con temáticas transversales
como niñez, adolescencia, género,
personas con discapacidad y adultos
mayores.
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• Nivel sectorial: corresponde a los ac-
tores relacionados con las líneas de
trabajo de cada una de las oficialías
mayores del GMLP, vinculadas a los
grandes ámbitos sectoriales.

Se realizaron 53 talleres de consulta ciuda-
dana, encuestas, estudios específicos y dife-
rentes actividades de movilización ciudada-
na que constituyeron insumos para la cons-
trucción de visiones y vocaciones del muni-
cipio, los cuales confluyeron en la estrategia
de desarrollo para el período del plan. La
estrategia está compuesta por siete ejes es-
tratégicos, las principales políticas municipa-
les, sus programas de inversión y los proyec-
tos planteados en la programación quinque-
nal de inversiones.

Los siete ejes estratégicos son los siguientes:

1. Barrios de verdad. Se orienta a fortalecer
la inclusión mediante obras de infraes-
tructura, mitigación de riesgos, equipa-
miento comunitario en red, mejoramien-
to de vías, la integración de las comuni-
dades rurales y su vinculación con el área
urbana, así como mecanismos de promo-
ción del desarrollo económico y social.
Plantea la participación plena de los ha-
bitantes en la gestión pública barrial y co-
munitaria.

2. Revive el centro urbano. Programa de re-
novación urbana integral para la recupe-
ración de los valores y de la calidad del
núcleo histórico que es un eje de articu-
lación de la estructura urbana y nodo de
convergencia social, económica y cultu-
ral de la ciudad.

3. La Paz metropolitana y moderna. Con-
solidar el desarrollo metropolitano en
cuatro ámbitos: económico, urbano-terri-
torial, humano y medio ambiente, para
hacer de La Paz el motor principal del de-
sarrollo del occidente del país. Implica

la modernización de los sistemas y redes
urbanas y su adecuada integración a los
requerimientos de movilidad, interco-
nexión e infraestructura de apoyo al de-
sarrollo económico.

4. La Paz competitiva. Se priorizan cuatro
componentes: incentivar la producción
para dinamizar la economía local; valo-
rizar y revitalizar los atractivos y las acti-
vidades turísticas del municipio; estable-
cer un sistema urbano de mercados mu-
nicipales y centros de abasto como me-
canismo de provisión de alimentos des-
concentrado, ordenado e higiénico, y que
permita el control y la fiscalización de los
servicios; reordenamiento del comercio
en la vía pública con asentamientos pla-
nificados en áreas adecuadas.

5. La Paz sostenible. Gestión integral y sos-
tenible del territorio y sus recursos natu-
rales que garantice a sus habitantes la ca-
lidad, la preservación y la conservación
del aire, el agua y el suelo en los ámbitos
urbano y rural, así como la prevención y
gestión de riesgos.

6. La Paz equitativa e incluyente. Pretende
mejor y mayor acceso a los servicios pú-
blicos (educación, salud, deporte) que
apoyen el desarrollo de capacidades y la
generación de oportunidades para ejer-
cerlas, respetando la cultura y protección
a la ciudadanía a través de la promoción
de sus derechos.

7. La Paz participativa. Dar continuidad y
profundizar el involucramiento ciudada-
no en la gestión municipal, que se tradu-
ce en un rol protagónico, corresponsable
y de control social, a través de instancias
y escenarios democráticos que permitan
ejecutar de mejor manera las políticas
públicas y reforzar los vínculos interins-
titucionales del GMLP para fortalecer su
capacidad de gestión. Implementación de
un servicio efectivo de atención al ciuda-
dano.
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C A P Í T U L O  5
CONCLUSIONES

• La experiencia en la región muestra que,
en el tránsito de regímenes centralizados
a descentralizados, es fundamental la re-
nuncia explícita de la institución pública
especializada de nivel nacional o central
a ejecutar directamente programas y pro-
yectos para asegurar un funcionamiento
fluido y dinámico de los sistemas institu-
cionales descentralizados que se han es-
tablecido. Con mayor razón, cuando los
niveles subnacionales muestran mejores
capacidades para orientar el gasto.

• Los escenarios actuales, más que nuevas
políticas públicas y modelos de planea-
miento sofisticados, demandan articula-
ción y reconocimiento de lo que existe en
materia sectorial y subnacional. El gobier-
no nacional debe concentrar sus funcio-
nes en la coordinación más que en labo-
res operativas.

• La planificación estratégica sigue siendo
el instrumento central del proceso, que
refleja no solo las prioridades de las po-

líticas públicas sino también un escena-
rio proyectado de largo plazo. Sin embar-
go, se necesitan mecanismos más opera-
tivos para materializar la oferta progra-
mática con instrumentos que territoriali-
cen y estimulen la complementariedad de
esfuerzos, la articulación de intereses y
el cofinanciamiento en función de objeti-
vos comunes entre los distintos niveles y
sectores del Estado.

• Con el proceso de descentralización ini-
ciado en 1994, la planificación y el pre-
supuesto lograron grandes avances en la
participación ciudadana y en el impacto
social de las inversiones, pero carecieron
de articulación vertical (interguberna-
mental) y de coordinación horizontal (in-
tersectorial).

• El actual Plan Nacional de Desarrollo
carece de programas concretos que ha-
gan viable la ejecución de sus priorida-
des de política pública. Una debilidad del
PDN es concentrarse en lo sectorial y
descuidar los programas de los gobier-
nos departamentales y gobiernos muni-
cipales. Queda como un plan general, de
cumplimiento obligatorio y, al igual que
sus versiones anteriores, es indicativo y
general como orientación para los nive-
les subnacionales, sin instrumentos que
estimulen la gestión coordinada entre las
entidades del Estado central y los gobier-
nos autónomos. Más que obligatoria, la
planificación del nivel nacional debería
ser inductiva y orientadora, con mecanis-
mos explícitos que estimulen la inversión
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en áreas estratégicas y estructurantes para
el interés nacional.

• Con mayores escenarios de descentrali-
zación y autonomía en curso, y debido al
contexto político del último quinquenio
en Bolivia, tanto gobiernos departamen-
tales como gobiernos municipales ejecu-
tan, en la práctica, programas y proyec-
tos al margen de lo formulado desde el
nivel nacional. Así, de facto, se genera una
política de inversión pública subnacional
que no está necesariamente coordinada
o no es complementaria de programas o
políticas nacionales. Esto expresa un pa-
trón inconexo, con profundas divergen-
cias entre los servicios públicos presta-
dos, los costos de provisión y las capaci-
dades fiscales de las entidades territoria-
les, lo cual se ha exacerbado por la abun-
dancia de recursos petroleros.

• Es necesario que los gobiernos autónomos
concierten las prioridades para la asigna-
ción de los recursos públicos y lleguen a
acuerdos sobre la corresponsabilidad de
los niveles territoriales en la ejecución de
los planes, programas y proyectos de de-
sarrollo, en el marco de sus competencias
y evitando la duplicación de esfuerzos y
la superposición de atribuciones.

• El ordenamiento territorial es una varia-
ble postergada de la planificación; en ge-
neral, ausente de las etapas de formula-
ción y no comprendida como un instru-
mento valioso para promover el aprove-
chamiento sostenible del recurso suelo,
que permita integrar la planificación so-
cioeconómica con la físico-espacial en
función de la productividad y la compe-
titividad. Las variables uso y ocupación
del suelo no aparecen con nitidez cuan-
do se planifica el desarrollo nacional o
subnacional.

• La mayor debilidad de los procesos de
planificación no se haya tanto en su for-
mulación, sino en su incidencia en la can-

tidad y calidad del gasto. No se logran
articular las visiones, objetivos y políticas
de largo aliento con los cursos de acción
de mediano y corto plazo ni con la asig-
nación de recursos (programación y pre-
supuesto). En el escenario institucional, lo
programático y lo financiero aparecen
como dos procesos separados. Por ello se
pierde coherencia estratégica y no se da
sostenibilidad fiscal al gasto público.

• Con la descentralización administrativa
y el efecto riqueza debido a los altos pre-
cios internacionales del petróleo, los de-
partamentos han logrado mayor protago-
nismo en la planificación subnacional. El
departamento de Tarija parece haber ca-
pitalizado de mejor forma el shock exter-
no, cubriendo con efectividad las cróni-
cas necesidades de inversión productiva
y social, lo cual ha tenido un alto impac-
to en los indicadores de calidad de vida.

• El Gobierno Municipal de La Paz ha de-
mostrado que, más allá de la escala y las
complejas problemáticas de las áreas me-
tropolitanas, es posible lograr el encuen-
tro entre la planificación estratégica y la
planificación participativa, en el marco de
la gestión desconcentrada municipal. El
proceso se ha convertido en el instrumen-
to que establece los objetivos, políticas y
estrategias de mediano plazo de la enti-
dad para el cumplimiento de las priori-
dades. Asimismo define la forma y los
compromisos de acción de la institución
para el logro de esos objetivos y priori-
dades.

• En diez años de aplicación del modelo La
Paz líder, metropolitana y participativa se ha
logrado la apropiación y el involucra-
miento ciudadano en la gestión munici-
pal, que se traduce en su rol protagónico,
corresponsable y de control social, a tra-
vés de un conjunto de instancias y esce-
narios democráticos que permiten ejecu-
tar de mejor manera las políticas públi-
cas y fortalecer la gobernabilidad local.




